	Fecha
	17 de abril de 1971
	Sesión número
	13

	Motivo: Amparo

	Recurrente: OTÓN ACOSTA JIMÉNEZ 

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: El señor Renato Delcore Alvarado viajaba a Costa Rica con procedencia de Guatemala, fue detenido en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, por instrucciones del Ministro de Seguridad Pública, y fue recluido e incomunicado en el Cuartel de la Ciudad de Alajuela, siendo expulsado a Guatemala al día siguiente  Que el Poder Ejecutivo no esperó el transcurso de las 24 horas a que estaba obligado por la ley de Hábeas Corpus y por el artículo 37 de nuestra Constitución Política. Que presenta el recurso como ciudadano de conformidad con el artículo 48 de la Carta Política y la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, artículo 5°. Alega violación de los artículos 20, 22, 27, 28, 32, 37, 39, 41 y 44 de la Constitución Política.-

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que, de conformidad con artículo 5° de la Ley de Amparo, el recurso debió haber sido rechazado de plano, como consecuencia de la falta de personalidad del recurrente para plantear el recurso, pues ni es la presunta víctima, ni tampoco su apoderado. Que el señor Delcore Alvarado, es ciudadano guatemalteco a quien, como extranjero inconveniente vinculado con un movimiento subversivo, le fue rechazado el ingreso al país por las autoridades de Migración, con fundamento en el artículo 41 inciso g) del Decreto Ejecutivo N° 4 de 26 de abril de 1942.

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano. En lo referente a personería, el Amparo requiere expresamente afirmar la imposibilidad de que el agraviado pueda establecer personalmente el recurso, que pone de relieve la facultad que tienen sólo ciertos parientes, en primer lugar, de interponer la demanda. Al carecer de personería vinculante el recurrente con el señor Renato Delcore Alvarado, procede rechazar de plano el recurso, pues consta que el señor Delcore Alvarado tiene en el país varios parientes cercanos dentro del grado que indica el precitado artículo 5° que eran los llamados a intervenir en el presente caso.


N° 13
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día diecisiete de abril de mil novecientos setenta y dos, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Arroyo, Jacobo, Retana, Vallejo, Cervantes, Blanco, Valverde, Jugo, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo XVI
Se entró a conocer del recurso de Amparo planteado por el Licenciado Otón Acosta Jiménez contra el señor Ministro de Seguridad Pública, en el cual alega:”Primero: El pasado veinticinco de febrero del presente año, fue detenido en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, a las once y treinta minutos del día, el señor Renato Delcore Alvarado, quien es mayor, casado, comerciante, vecino de Guatemala.  Todo con instrucciones del señor Ministro de Seguridad Pública, don Fernando Valverde Vega.-  El señor Delcore viajaba a Costa Rica con procedencia de Guatemala.

Segundo: De inmediato, el señor Delcore fue recluido e incomunicado en el Cuartel de la ciudad de Alajuela.  Al día siguiente, sábado veintiséis de febrero, a las diecisiete horas, fue expulsado a Guatemala.-  El Poder Ejecutivo no esperó siquiera el transcurso de las veinticuatro horas a que estaba obligado por terminantes disposiciones de la ley de Hábeas Corpus – ya se había presentado un recurso de esta naturaleza – y por el artículo 37 de nuestra Constitución Política.-

Tercero: De conformidad con el artículo 48 de la Carta Política y la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, artículo quinto, vengo como ciudadano a establecer el presente recurso de amparo a favor del señor Delcore Alvarado, y en contra del actual señor Ministro de Seguridad Pública.

Cuarto: La arbitraria detención del señor Delcore y su inmediata y posterior expulsión del país, violan – entre otros – los artículos 20, 22, 27, 28, 32, 37, 39, 41 y 44 de nuestra Constitución Política.-

Solicitado el informe de ley al señor Ministro de Seguridad Pública éste lo rindió en los siguientes términos: “Pido que se rechace o declare sin lugar el recurso, todo de acuerdo con lo siguiente:
FORMA.

1)  El recurso debió rechazarse de plano, acatando el mandato del artículo 5° de la Ley de Amparo, que exige en su párrafo primero que lo establezca quien es víctima de la violación, amenaza u omisión, de que se queja, por haber recibido o estar en inminente peligro de recibir un perjuicio.-  Y en defecto del planeamiento directo, personal del agraviado la acción correspondiente tiene que hacerla su apoderado general o generalísimo.  Nada de esto ocurrió, y en consecuencia falta personalidad a don Otón para establecer este recurso, pues ni es la presunta víctima, ni tampoco su apoderado.
2) Solamente en falta del agraviado supuesto, o de su representante legal pueden actuar en su nombre, es decir, representándolo, sustituyendo su propia persona, como mandatarios o gestores, sus próximos parientes cuando aquél se halle imposibilitado de hecho o de derecho para actuar, y siempre que hagan expresa afirmación de que el sujeto de derecho, el titular de la acción, se encuentra en aquella imposibilidad.  Si esto no se afirma, tampoco pueden actuar los próximos parientes.-

3) Y únicamente, cuando exista aquella imposibilidad para el agraviado y no hallan parientes, puede un ciudadano extraño establecer el recurso, pero no en nombre propio, sino en nombre de aquél.  Y para así proceder, debe además de afirmar la imposibilidad material en que se encuentra el agraviado de valerse por sí mismo, y de no tener representante legal, comprobar que tampoco tiene parientes.  De otra manera carece de derecho o personalidad para ejercitar la acción, pues esta es de interés particular del agraviado y aun susceptible de convalidarse, por el solo transcurso del tiempo, la causa que pudiera originarla. (Ar 3 inc. de de la ley citada).-


Por lo demás, en el caso concreto, don Renato tiene muchos parientes en el país, es decir, aquí en Costa Rica, que por esa sola condición excluyen a don Otón de toda posibilidad de actuar como lo ha hecho.-

Quiero dejar constancia que para demostrar personería, o aptitud para ejercitar esta acción, don Otón debió demostrar con certificaciones auténticas de los Registro respectivos, que don Renato no tiene representante legal, ni parientes.


No obstante, ser esa mi tesis, ofrezco – para el caso de que la Honorable Corte no participe de la misma  - que por mandamiento al Registro Público se ordene certificar si aparece algún mandatario o apoderado de don Renato Delcore Alvarado, y al Registro Civil para que certifique los nacimientos de los señores Delcore Alvarado con expresión de los padres de los mismos.


Quiero dejar constancia también de que jurídicamente, son cosas totalmente distintas el actuar en nombre de otro, que el hacerlo a favor de otro, pues en el primer caso, por una ficción legal, quien actúa es el titular del derecho en tanto que en el segundo, lo hace en nombre propio.


Finalmente, con apoyo en lo dicho, pido se revoque la resolución que dio curso a esta acción, y en su lugar se rechace de plano.

FONDO.

1) En primer lugar y por la trascendencia que tiene en punto a la aplicación de las leyes respectivas y a la resolución de este asunto, conviene tener presente que don Renato Delcore Alvarado, es ciudadano guatemalteco, no costarricense, según se ha comprobado con la comunicación de nuestro embajador en Guatemala y la del señor Ministro de Relaciones de ese país enviada a aquel, documentos  que me permití presentar como información adicional a mi contestación que di al recurso de Hábeas Corpus que a favor de don Renato presentó don Otón, por la misma causa, y que fue declarado sin lugar el día de ayer.


Don Renato, al adoptar la nacionalidad guatemalteca, perdió la costarricense, por mandato del artículo 16 inciso 1° de nuestra Constitución Política.-  Se convirtió así en extranjero, sometido a las regulaciones respectivas.-

2) Don Renato Delcore Alvarado, no fue detenido propiamente.-  Como extranjero inconveniente, vinculado con un movimiento subversivo que se viene fraguando desde hace muchos meses contra el Gobierno legalmente constituido, llegó al país en un avión particular y se le impidió su ingreso al país, mejor dicho fue rechazado por las autoridades de Migración con fundamento en el artículo 41 inciso g) del Decreto Ejecutivo N° 4 de 26 de abril de 1942, reteniéndosele mientras se disponía del avión que debía devolverlo a su país, ya que aquél en que llegó a Costa Rica, según el mismo expresó venía en malas condiciones y para ser reparado en Coopesa.

Valga la pena afirmar o aclarar, que lo que se dice del movimiento subversivo, no son meras inventivas ocasionales.  Es un proceso sobre el cual el Poder Ejecutivo viene tomando medidas y haciendo advertencias oportunas desde hace también varios meses, con el propósito de evitar que se traiga el caos a Costa Rica, con los incalculables perjuicios que hechos de esa naturaleza traen consigo.  Naturalmente, no puede el Poder Ejecutivo, seguir el juego de los interesados en distraer a la ciudadanía de la gravedad de los hechos, presentando a los Tribunales de Justicia, ni dando a conocer las fuentes de información que tiene, porque ello iría en palmaria contradicción con sus propias obligaciones.-  En este particular y por tratarse de cuestiones  en que están en juego el orden jurídico y la institucionalidad y la Seguridad nacionales, debe reconocerse que se está en presencia de secretos de Estado.


Respecto de lo que se expone en este aparte, adjunto copia del oficio 364-72-D.M. fecha 26 de febrero de 1972, presentado ayer a la Honorable Corte, en el Recurso de Habeas Corpus del señor Delcore, antes mencionado, cuyos argumentos se tengan como adicionados y valederos aquí.-

3) En cuanto a las pretendidas violaciones legales que no han existido, contesto separadamente lo relativo a cada uno de los artículos apuntados para que se vea claramente como no lleva razón el recurrente:

Art. 20.- Don Renato es libre.- Nadie lo ha sometido a esclavitud.
Art. 22 – Don Renato no es costarricense.-  Como extranjero tiene derecho de gozar de los mismos derechos con las limitaciones legales establecidas en leyes y reglamentos, conforme al artículo 19 de la Constitución Política.- Al respecto la Corte Plena, resolviendo el Recurso de Amparo de Gordon Taylor Mac. Alpin Crow dijo: “De manera que los extranjeros como el señor (Mc.Alpin) en situaciones como la referida en el recurso que se examina, están regidas por las disposiciones contenidas en los Decretos N° 37 de 7 de junio de 1940, que creó la oficina de Migración, como dependencia del Ministerio de Seguridad Pública, para controlar la entrada y salida de los nacionales y extranjeros y el Decreto N° 4 de 26 de abril de 1942 que reglamentó el primero.”

Artículo 27.- No se ve por donde se haya negado petición alguna a don Renato.

Art. 28.-  Este artículo no pudo ser violado por la actuación de las autoridades, toda vez que contrariamente la actividad de don Renato, que llegaba al país, sin sus documentos de viaje, sin visa de nuestros representantes consulares, y con propósitos lesivos al orden constitucional, constituye infracciones a la leyes citadas y demás de nuestro sistema jurídico.-  De modo que la actuación de las autoridades con apoyo en la ley no puede ser contraria a texto del artículo citado.-
Art. 32.- Don Renato, se repite, no es costarricense.

Art. 37.- Don Renato no fue detenido propiamente.  Se le retuvo según se ha dicho.-  Pero en todo caso su limitación a entrar al país, fundamentada en las leyes de Migración, también fue ordenada por “autoridad encargada del orden Público”, que lo es el Ministerio de Seguridad Pública, y que al no permitir los movimientos de don Renato solamente lo hizo en reguardo del orden público y la paz nacional.-

Art. 39.-  Ninguna pena se ha impuesto a don Renato.

Art. 41.-  Nadie impidió, ni impide a don Renato que ocurra a las leyes y con fundamento en ellas demande sus derechos.  Contrariamente lo que no permitimos es que las viole o amenace violarlas en perjuicio de todos los costarricenses.-  En todo caso los recursos planteados indican que no se le ha puesto fuera del alcance de las leyes.-

Art. 44.- Don Renato no estuvo incomunicado.  Conversó con las personas que podía hacerlo sin peligro para la tranquilidad y el orden públicos.  Prueba de ello es que trató asuntos comerciales con don Rodolfo Solano Orfila, Gerente de COOPESA, a quien hizo varios encargos de trabajo y negocios.-  Lo que no pudo hacer, y para evitarlo las acciones de los funcionarios de Seguridad que presenciaban las conversaciones, fue conferenciar con los implicados en el movimiento subversivo que amenaza nuestra paz.- Precisamente, don Rodolfo hizo al señor Delcore, severos requerimientos para que no continuara en esas andanzas que solamente tragedia podrían traer a Costa Rica, según los informes de las autoridades antes dichas, que me permito acompañar.-


Ofreciendo ampliar este informe si se estima conveniente, solicito se declare sin lugar el recurso.-“

Previa la deliberación correspondiente, se acordó rechazar de plano el recurso de Amparo interpuesto, con base en las siguientes razones:

1)  De previo conviene adelantar, que la decisión final del presente recurso, aparece algo retardada, debido a las pruebas para mejor proveer que ordenó esta Corte.-

2) Tanto el recurso de Hábeas Corpus como el recurso de Amparo, están previstos en el artículo 48 de la Constitución Política.-  En lo referente a personería, el primero, de acuerdo con el artículo 3° de la Ley N°35 de 24 de noviembre de 1932, puede interponerlo cualquiera de los parientes del supuesto agraviado, como asimismo cualquier ciudadano.-

En cambio el Amparo exige otras formalidades, que lo caracterizan y asimilan a un verdadero juicio.-  Incluso la formulación inicial de esa clase de queja es evidentemente más restringida.-


En efecto, traído ad-effectum videndi de la Asamblea Legislativa el expediente original de la Ley N° 1161 de 26 de mayo de 1950, en lo pertinente que ahora interesa, se observa:


El proyecto original sobre la Ley de Amparo, en el párrafo segundo, del artículo 5° consignaba textualmente lo que sigue:

“En caso de que el agraviado estuviere imposibilitado, de hecho o de derecho, para interponer el recurso y careciere de representante legal, podrán establecerlo su cónyuge, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado inclusive, y si careciera de los expresados parientes, el recurso podrá establecerlo cualquier ciudadano en nombre suyo”.


La Comisión de Legislación respectiva le introdujo, entre “podrán establecerle” y  “su cónyuge, ascendientes, descendientes…” el siguiente concepto, “PREVIA AFIRMACIÓN DE ESA IMPOSIBILIDAD”.


Esa expresa exigencia de tener que afirmar la imposibilidad de que el agraviado pueda establecer personalmente el recurso, pone de relieve la facultad que tienen sólo ciertos parientes, en primer lugar, de interponer la demanda.-


De acuerdo con los antecedentes dichos y el ordenamiento positivo, se concluye que la Ley N° 1161 no autoriza el libre planteamiento de un recurso de Amparo por cualquier persona, como si se tratara de una acción popular.-  En consecuencia al carecer de personería vinculante el Licenciado Otón Acosta Jiménez con el señor Renato Delcore Alvarado, procede rechazar de plano el recurso de mérito, pues consta en el expediente que el señor Renato Delcore Alvarado tiene en el país varios parientes cercanos dentro del grado que indica el precitado artículo 5° que eran los llamados a intervenir en el presente caso. 
